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REF: Informe de Ponencia para primer debate Proyecto de Ley No. 254 de 2011 Cámara - 025 de 2010 Senado “Por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción”.
SINTESIS DEL PROYECTO                                          

El proyecto de ley  establece la no inclusión de antecedentes penales en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción.
TRÁMITE DEL PROYECTO

Origen: Congresional.
Autor: Juan Carlos Vélez Uribe
Proyecto Publicado: Gaceta No 438 de 2010
Primer debate Comisión I Senado: Gaceta No. 685 de 2010
Segundo debate Plenaria de Senado: Gaceta No. 1058 de 2010

Texto Aprobado en Senado: Gaceta No. 283 de 2011

El Proyecto de Ley número 254 de 2011 Cámara - 025 de 2010 Senado,  es iniciativa del  Honorable Senador Juan Carlos Vélez Uribe. Por el tema de la materia, fue repartido a la Comisión Primera Constitucional del Senado de la República y  la mesa directiva, en ejercicio de sus funciones designo como ponente al H.S.  Luis Carlos Avellaneda, surgió primer debate en Comisión, y fue aprobado en Plenaria de Senado el 11 de mayo de 2011 con modificaciones.
COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN DE PONENCIA

Mediante designación de la Mesa Directiva de la Comisión Primera de Cámara de Representantes conforme a lo expresado en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992,  fui designado ponente del  Proyecto de Ley No. 25 de 2010 Senado “Por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción”.
OBJETO DEL PROYECTO

El  Proyecto de Ley tiene por objeto,  según se desprende de la exposición de motivos, que al expedir el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), el certificado judicial al peticionario de sus propios registros, no se  incluya como antecedente penal las anotaciones delictivas, cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito.

 De igual manera, este proyecto al convertirse en ley deroga la resolución interna No.1157 del 2008 del DAS, mediante la cual se reglamenta el modelo de certificado judicial, expedido por el Departamento Administrativo de Seguridad, que permite la leyenda de que el ciudadano registra antecedentes pero ya no es requerido por autoridad judicial.  Lo anterior,  ha originado numerosas acciones de tutela.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO EN SENADO
El Proyecto de Ley aprobado en Senado consta de tres (3) artículos descritos a continuación:

	Artículo 1°.


	Establece que el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS,  mantendrá y actualizara los registros delictivos y de identificación de los nacionales.

	Artículo 2°.


	Consagra que estos archivos tendrán carácter reservado  y señalan a quienes y las formas en la que se expedirán estos certificados o informes.

	Articulo 2

 Literal a
	Consagra que al peticionario de su propio registro no se le incluirá como antecedente penal los registros delictivos cuando este haya cumplido su pena o esta haya prescrito.
Consagra como excepción los registros por los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual de niños, niñas o adolescentes.



	Articulo 2

 Literal b

	Consagra que a los funcionarios judiciales y organismos con facultades de Policía Judicial, previo requerimiento escrito, se les expedirá el certificado o informe, respecto a la persona sobre la que adelantan investigación.

	Articulo 2

 Literal c

	Consagra que se les expedirá a las Entidades de la Administración Pública conforme al artículo 17 del Decreto 2150 de 1995.

	Articulo 2

 Literal d

	Consagra que se les expedirá  a las instituciones educativas  públicas o privadas, prestadoras de servicios sociales, empresas prestadoras de salud, o instituciones de atención adscritas al ICBF, para fines de selección de personal, únicamente en lo relativo a delitos donde la victima haya  sido un niño, niña  o adolescente.

	Articulo 2

 Parágrafo 1

	Establece los casos en los que el certificado judicial expedido a solicitud de los peticionarios de sus propios registros, no es válido o acreditable.

	Articulo 2

Parágrafo 2
	Establece que el manejo indebido de la información suministrada causara las sanciones previstas en la ley.

	Artículo 3°.


	Vigencia. 


COMENTARIOS DEL  PONENTE
Consideraciones a la exposición de motivos.
Plantea el autor del proyecto, honorable Senador Juan Carlos Vélez Uribe, en la exposición de motivos que cuando un ciudadano solicita el certificado judicial para un asunto privado como conseguir empleo, requisito para posesionarse, o suscribir contrato, al incorporarse el antecedente, obstaculiza la obtención del trabajo, que a su vez tiene como consecuencia una estigmatización que impide la reinserción social de las personas que han sido condenadas y se han visto en la necesidad de acudir a la acción de tutela para proteger sus derechos fundamentales al mínimo vital, buen nombre, hábeas data, petición, trabajo y debido proceso, entre otros. 

Consigna igualmente, que el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, está obligado a realizar estas anotaciones de antecedentes en virtud de lo preceptuado, en los artículos 3° y 4° del Decreto 3788 del 2003; lo cual permite colegir, que el Departamento Administrativo de Seguridad, realiza sus funciones de organizar, conservar y actualizar los registros de identificación de anotaciones, de acuerdo a los mandatos de orden legal. 

Surge un interesante y complejo problema, que enfrenta o por lo menos pone en tensión varias normas superiores; toda vez que se intenta proteger derechos fundamentales, de aquellas personas que han sido objeto de una sanción penal, pero esta ya se cumplió o esta prescrita y la necesidad de mantener una información de los antecedentes judiciales de los colombianos. 

    Esta tensión tiene sustento en la norma constitucional y legal, de tal forma el artículo 248 de la Constitución Nacional, establece: “Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma definitiva tiene la calidad de antecedentes penales y contravencionales en todos los órdenes legales.” 

   Desarrolla este precepto el artículo 166 del Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004 que establece:” Ejecutoriada la sentencia que imponga una pena o medida de seguridad, el funcionario judicial informará de dicha decisión a la Dirección General de Prisiones, la Registraduría Nacional del Estado Civil, la Procuraduría General de la Nación y demás organismos que tengan funciones de Policía Judicial y archivos sistematizados, en el entendido que solo en estos casos se considerará que la persona tiene antecedentes judiciales”. 

De estas disposiciones encontramos la constitucionalidad y legalidad de los antecedentes penales. Al Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, se le ha determinado el llevar el registro histórico de los antecedentes penales, con sujeción estricta a los informes y avisos que remitan las autoridades judiciales, tal como lo establece el Decreto 3738 de 2003.

Sin embargo es necesario analizar de fondo la afectación que puede tener derechos fundamentales, en la expedición de certificados judiciales de personas que han delinquido y cumplido la pena, o cuyos delitos han prescrito, pues al solicitar el certificado judicial, aparece en este la inscripción Registra Antecedentes, Pero no es Requerido por Autoridad Judicial, encontrando allí la verdadera tensión.
Tensión sobre la cual la Corte Constitucional se ha pronunciado en anteriores ocasiones señalando que esta inscripción “Registra Antecedentes” plasmada en el Certificado Judicial de aquellas personas condenadas por alguna razón y que habían pagado su deuda con la sociedad resultaba discriminatoria, estigmatizante y por demás violatoria de los derechos fundamentales a la intimidad en conexión con la reserva de la información personal.

Consideraciones sobre el formato de Certificado Judicial expedido por el DAS y las modificaciones introducidas al proyecto de ley.

Pero además  es importante dejar claro la forma como el DAS viene expidiendo estos certificados:

· La resolución No. 1041 de 2004, que reglamentó el modelo de Certificado Judicial expedido por esta entidad, con el siguiente formato:

“EL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD, CERTIFICA: que a la fecha. El portador de este documento, cuya fotografía, impresión dactilar del índice derecho y número de cédula de ciudadanía que anteceden: “No tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales” o “No es solicitado por autoridad judicial”.

Por medio de la Resolución 1157 de 2008, la estructura nacional reglamentó la expedición del certificado judicial en línea, y estableció en el parágrafo del artículo 1º, que en casos en los cuales el solicitante tenga antecedentes, debe aparecer la siguiente información: 

“[e]l Departamento Administrativo de Seguridad certifica: Que a la fecha (día, mes año), nombre, con cédula de ciudadanía No., de,  REGISTRA ANTECEDENTES PERO NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL, de acuerdo con el artículo 248 de la Constitución Política de Colombia, y código de verificación. Para verificar la autenticidad del presente certificado, deberá ingresar a www.das.gov.co al servicio “Consultar Certificado Judicial”.

En la sentencia T-632 de 2010 señala “El DAS no puede expedir un documento público con un formato que le permita a un tercero inferir información relacionada con antecedentes penales cuando el titular no ha consentido en divulgar esa información”.
La finalidad de las mencionadas decisiones de la Corte era evitar que terceros sin autorización legal para conocer información personal y reservada, tuvieran acceso a ella, dejando claro que dicho historial delictivo debía permanecer en las bases de datos del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, a efectos de ser informado a solicitud de las entidades estatales autorizadas para  conocerlo. 
De esta forma estas decisiones judiciales sientan la regla de derecho, según la cual no existe justificación constitucional valida alguna para que la entidad  estatal encargada de la custodia de los antecedentes penales de los ciudadano por medio alguno los divulgue con destino a terceros sin autorización para conocerlos, aclarando que, la violación sobre este asunto consiste en la publicidad de aquellos y no en el mantenimiento de los mismos en las bases de datos.

Aunque en el tiempo de estas jurisprudencia el DAS emitió dos resoluciones más, estas siguen permitiendo a terceros inferir la información relacionada con los antecedentes penales, sin el consentimiento del titular.

De tal manera encontramos la Resolución 750 del 02 de julio  2010 que  modifica el artículo primero de la Resolución 1157 de noviembre 07 de 2008.

En esta se establece que el certificado judicial del Departamento Administrativo de Seguridad, expedido tanto en  forma virtual como física, incluyendo el documento tipo libreta establecido en la Resolución 1041 de mayo 13 de 2004, tendrá las siguientes características:
1.1. Leyenda en la parte superior “República de Colombia, Departamento Administrativo de Seguridad, Certificado Judicial”

1.2.  Leyenda impresa en el Certificado Judicial, en la cual se indica:

“[e]l Departamento Administrativo de Seguridad certifica: Que a la fecha (año, mes, día), nombre, con cédula de ciudadanía No., de,  NO REGISTRA ANTECEDENTES, de acuerdo con el artículo 248 de la Constitución Política de Colombia. Código de verificación. Para verificar la autenticidad del presente certificado, deberá ingresar a www.das.gov.co al servicio “Consultar Certificado Judicial”.

1.3.  Tamaño carta, única página.

PARAGRAFO 1. En caso en que el ciudadano registre antecedentes, la leyenda escrita a la que hace referencia el numeral 1.2 del presente artículo quedara de la siguiente forma:

“[e]l Departamento Administrativo de Seguridad certifica: Que a la fecha (año, mes, día), nombre, con cédula de ciudadanía No., de,  NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL,  (El titular de este certificado o la autoridad competente, pueden solicitar información detallada que aparezca registrada en los archivos del D.A.S.) de acuerdo con el artículo 248 de la Constitución Política de Colombia.  Código de verificación. Para verificar la autenticidad del presente certificado, deberá ingresar a www.das.gov.co al servicio “Consultar Certificado Judicial”.

Haciendo de tal forma una diferenciación que permite inferir a un tercero cuando se tienen antecedentes penales, aun  sin la autorización del titular

	Veamos sino se poseen antecedentes el certificado señala:


	Si, se poseen antecedentes el certificado posee la frase:

	NO  REGISTRA ANTECEDENTES

	NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL


Posteriormente y atendiendo los requerimientos  hechos en algunos requerimientos de los jueces de tutela, el Das profirió la resolución 1161 del 17 de septiembre de 2010.

Modifico el numeral 1.2 y el parágrafo 1 del artículo 1 de la Resolución 750 de julio 02 de 2010:
1.2  Leyenda impresa en el Certificado Judicial, en la cual se indica:

“El Departamento Administrativo de Seguridad certifica: Que a la fecha (día, mes, año), nombre, con cédula de ciudadanía No., de,  NO REGISTRA ANTECEDENTES, de acuerdo con el artículo 248 de la Constitución Política de Colombia. Código de verificación. Para verificar la autenticidad del presente certificado, deberá ingresar a www.das.gov.co al servicio “Consultar Certificado Judicial”.
    PARAGRAFO 1: En caso en que el ciudadano registre antecedentes, la leyenda escrita a la que hace referencia el numeral 1.2 del presente artículo quedara de la siguiente forma:

“El Departamento Administrativo de Seguridad certifica: Que a la fecha (día, mes, año) nombre, con cédula de ciudadanía No., de,  NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL,  (El titular de este certificado o la autoridad competente, pueden solicitar información detallada que aparezca registrada en los archivos del D.A.S.) de acuerdo con el artículo 248 de la Constitución Política de Colombia.  Código de verificación. Para verificar la autenticidad del presente certificado, deberá ingresar a www.das.gov.co al servicio “Consultar Certificado Judicial”.

Adiciono además a la Resolución 750 de julio 02 de 2010, tres artículos nuevos:

 
ARTICULO 3. El certificado judicial no es válido para documentar o acreditar su inscripción como candidato a cargos de elección popular, ni para ser elegido, ni para ser designado como servidor público, ni para celebrar personalmente o por interpuesta persona contratos con el Estado.


ARTICULO 4. Cuando las entidades de la Administración Pública requieran la presentación de los antecedentes judiciales, deberán dar cumplimiento estricto a lo señalado en el artículo 17 del Decreto Ley 2150 de 1995 y en el artículo 2 e la ley 1238 de 2008.


ARTICULO 5. Por el hecho que la aclaración de derechos contenida en la leyenda “El titular  de este certificado o la autoridad competente, pueden solicitar información detallada sobre los antecedentes judiciales que aparezcan registrados en los archivos del D.A.S. no este consignada de manera expresa en los certificados judiciales de los ciudadanos, no quiere decir que los servidores públicos del D.A.S. deban omitir su aplicación conforme a los parámetros fijados por la sentencia C-536 de 2006 ni que los ciudadanos puedan exigirlos.”

De tal forma encontramos que la nueva resolución del Das  en lo que corresponde al contenido de la leyenda de la certificación no presenta un gran avance con relación a la Resolución 750 de 2010, y a la diferencia que se puede interpretar de una a otra certificación cuando se poseen o no antecedentes penales.

Por su parte los tres artículos nuevos que adiciona se corresponden perfectamente con las modificaciones propuestas por el H.S. Luis Carlos Avellaneda, que de manera oportuna y pertinente permiten que se respeten estos derechos fundamentales  al buen nombre y al habeas data, sin que pierda la finalidad el llevar la reseña delictiva y los antecedentes penales, pues estos registros son importantes para acceder a cargos en las ramas del Poder Público y órganos de control, que señalan como inhabilidades para ser nombrados o elegidos, la presentación de antecedentes de carácter penal, con excepción de los delitos políticos o culposos
Ejemplos:

Artículo 179. No podrán ser congresistas: 

1. Quienes hayan sido condenados en cualquier época por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. 

Artículo 197 No podrá ser elegido Presidente de la República o Vicepresidente, quien hubiere incurrido en algunas de las causales de inhabilidad consagradas en los numerales 1, 4 y 7 del artículo 179.... 

Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se requiere:

3°. No haber sido condenado por sentencia judicial a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos
Artículo 267. 

 No podrá ser elegido Contralor General quien haya sido miembro del Congreso u ocupado cargo público alguno de orden nacional, salvo la docencia, en el año inmediatamente anterior a la elección. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido condenado a pena de prisión por delitos comunes

 En igual sentido, para acceder a cargos en las entidades territoriales, bien sea a través de procesos eleccionarios o de nombramiento, se establece idéntica inhabilidad a la que se aplica para los altos funcionarios. 

Así encontramos la relevancia de los antecedentes penales, y su estrecha relación con la seguridad jurídica, ya que las entidades  públicas y la sociedad tienen derecho a saber que la ilicitud de determinadas conductas se investigaron y se sancionaron, pues a través de los antecedentes se procede a la defensa de los intereses de la comunidad y del Estado. Y además guarda  sustento el que deban ser informados pero como señalo la corte no a terceros sin autorización para conocerlos.

Eje comparativo internacional

	País 
	Concepto

	Argentina
	Existe una diferenciación entre los Antecedentes Judiciales y los Antecedentes Policiales

	Chile
	Existe la eliminación de antecedentes judiciales, en determinados casos, regidos por el Decreto Supremo N 64.

Eliminación por la ley 19.962

Omisiones Articulo 21 ley 19.628 y articulo 9 del Decreto Ley 3482


	Estados Unidos de América
	Existen leyes en diferentes Estados, se encuentran varias instancias en donde se puede obtener información de antecedentes judiciales y se les denomina “Criminal Record”. Las personas que quieren obtener esta información deben tener previa autorización. Los crímenes se encuentran clasificados según la gravedad.

	Venezuela
	Existe el Certificado de reincidencia criminal y estadística.


Pronunciamientos de la Corte Constitucional en relación con el Certificado Judicial y los Derechos Fundamentales
Sentencia C-536/06:
CERTIFICADO DE ANTECEDENTES JUDICIALES-No se puede confundir con el derecho a recibir información sobre situación judicial/INFORMACION DE ANTECEDENTES JUDICIALES-Acceso no puede condicionarse al pago de  contraprestación económica

No se debe confundir el certificado de antecedentes judiciales con la información relativa a la situación judicial de un ciudadano frente a la justicia y autoridades colombianas, información a la cual, en principio, pueden acceder los interesados por medios distintos al certificado judicial, como por ejemplo, en ejercicio del derecho de petición. No obstante, a pesar de lo expuesto en uno de los escritos de intervención del DAS, esta entidad interpreta las disposiciones legales y reglamentarias vigentes de manera tal que sólo suministra esta información al interesado mediante la expedición del certificado de antecedentes judiciales, es decir, una vez se ha pagado la tasa prevista en la Ley 961 de 2005. Resulta entonces que en la práctica el acceso a la información sobre si una persona tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales y de policía, o si no es solicitado por las mismas autoridades está condicionado al pago de un tasa. Lo cual resulta a todas luces inconstitucional, porque una persona interesada, que carezca de los recursos suficientes para el pago del tributo, no podrá acceder a esa información en extremo relevante para su libertad personal, ni tampoco podrá actualizarla ni corregirla, tal como prevé el artículo 15 constitucional. Supeditar el ejercicio de derechos fundamentales al pago de una contraprestación económica significa ignorar su carácter inalienable, tantas veces puesto de relieve por la jurisprudencia constitucional.

DERECHO A LA AUTODETERMINACION INFORMATIVA EN CERTIFICADO DE ANTECEDENTES JUDICIALES-Desconocimiento en interpretación según la cual DAS está autorizado a informar sobre antecedentes judiciales solamente través de certificado/DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD-Obligación de suministrar gratuitamente y a petición del interesado información sobre sus antecedentes judiciales 

Esta Corporación no puede dejar de observar que el Departamento Administrativo de Seguridad hace una interpretación de las normas relacionadas con el certificado de antecedentes judiciales de conformidad con la cual sólo está autorizada a informar a los interesados para suministrar información sobre antecedentes judiciales mediante la expedición del certificado. Tal interpretación de las disposiciones legales y reglamentarias que rigen la expedición de este documento desconoce claramente el derecho a la autodeterminación informativa, por cuanto impide el acceso a la información relativa a la situación judicial frente a la justicia y autoridades colombianas, la cual resulta relevante para las personas residentes en Colombia. Razón por la cual la Corte Constitucional se ve obligada a precisar que el Departamento Administrativo de Seguridad está obligado a suministrar a petición del interesado y de manera gratuita información sobre sus antecedentes judiciales, para que éste pueda conocer tal información, actualizarla y rectificarla, sin que la respuesta a esta solicitud reemplace al certificado de antecedentes judiciales, en los trámites y actuaciones para los cuales este documento es requerido. 

Sentencia T-632/10

CERTIFICADO JUDICIAL-Modificación del formato en cumplimiento de sentencias de la Corte Suprema de Justicia Sala Penal

Mientras estaba en curso de revisión el fallo que resolvió la presente tutela, el Departamento Administrativo de Seguridad expidió la Resolución No. 750 del dos (02) de julio de dos mil diez (2010). En ella se dispone que, en adelante, sólo se debe publicar en el certificado información relativa a los antecedentes penales cuando la persona no tenga antecedentes (en ese caso se diría que la persona no tiene antecedentes), porque cuando el solicitante del certificado sí tenga antecedentes, esa información no debe aparecer en el documento. Esta constatación podría llevar apresuradamente a la conclusión de que el problema ya fue resuelto y que, en consecuencia, el hecho que originó la tutela está superado. 

CERTIFICADO JUDICIAL-El DAS no puede expedir un documento público con un formato que le permita a un tercero inferir información relacionada con antecedentes penales cuando el titular no ha consentido en divulgar esa información

La Corte advierte que la expedición de un documento público –como el certificado judicial-, con una configuración tal que le permita a un tercero inferir la existencia de antecedentes penales a nombre del titular, interfiere en el ámbito prima facie de al menos dos derechos fundamentales: el derecho al buen nombre y el derecho al habeas data. Esto no significa restarle autonomía a cada uno de estos derechos, pues sigue siendo válido que en determinados casos una actuación puede suponer una restricción de uno de esos derechos, pero no de los otros.

CERTIFICADO DE ANTECEDENTES PENALES-Supone una intervención en los derechos prima facie al buen nombre y al habeas data/PROHIBICION DE INTERFERENCIA EN LOS DERECHOS FUNDAMENTALES-Criterios que existen para determinar la proporcionalidad de la incidencia 

La expedición del certificado de un modo que dé cuenta de la tenencia, por parte de su titular, de la existencia de antecedentes penales, supone una intervención en los derechos prima facie al buen nombre y al habeas data. Debe quedar claro, sin embargo, que no cualquier interferencia en los derechos de una persona es una razón suficiente para considerar que esos derechos le han sido violados, porque precisamente a menudo para salvaguardar determinados bienes constitucionalmente aceptables, se requiere ineludiblemente limitar la satisfacción de otros. Por eso, no todas las prohibiciones que el intérprete deduzca de, o adscriba razonablemente a, la Constitución, deben ser entendidas como prohibiciones de interferencia en los derechos fundamentales, sino como prohibiciones de interferencia desproporcionada en ellos. Pues bien, para verificar la proporcionalidad de una determinada incidencia en los derechos fundamentales, aunque no es posible referir una “fórmula algebraica”, sí existen algunos criterios que deben articularse adecuadamente. Esos criterios difícilmente pueden ser definidos a priori, sino en función de un caso específico y a partir de verificar la concurrencia de determinados aspectos. En efecto, es preciso evaluar (i) la legitimidad de los fines perseguidos por la medida que interviene en el derecho fundamental (en este caso, de la divulgación del dato), (ii) la legitimidad de la medida en sí misma, (iii) su idoneidad para obtener el fin perseguido, (iv) la necesidad de la misma y, finalmente, (v) la proporcionalidad. Sólo si una medida que interfiere en los derechos fundamentales supera estos criterios de un modo admisible, puede decirse que es conforme a la Constitución.
CERTIFICADO JUDICIAL-Divulgación de información relativa a la tenencia de antecedentes penales cuando el titular no desea que otras personas conozcan esos datos

La Sala constató que la expedición de un documento público –como el certificado judicial- con una configuración tal que exponga información no pública ni semi-privada del titular contra su voluntad interfiere en sus derechos fundamentales prima facie al buen nombre y al habeas data (los cuales son autónomos conceptualmente, pero indivisibles e interdependientes). No obstante, dado que la interferencia en esos derechos fundamentales prima facie no está prohibida, sino que lo prohibido es la interferencia desproporcionada o injustificada en ellos, procedió a verificar si estaba justificada, en este caso. Como a quien le correspondía, en un caso como estos, cumplir con la carga de la prueba y la carga de la argumentación era a la entidad demandada (DAS), pero esta no la justificó de forma suficiente, la Sala decidió declarar que se le habían violado esos derechos fundamentales. 

A manera de conclusión
Como ya lo expresé, se requiere armonizar que los derechos fundamentales de aquellos ciudadanos que fueron objeto de una sentencia de carácter penal, pero que esta ya se cumplió o está prescrita, se garanticen no incluyendo el registro de dichos antecedentes, pero de igual manera, se hace necesario establecer que la solicitud de antecedentes por peticionarios de sus propios registros, no será válida para documentar o acreditar la inscripción como candidato a cargos de elección popular, ni para ser elegido, ni para ser designado como servidor público, ni para celebrar personalmente o por interpuesta persona contratos con el Estado. De esta forma, estaríamos garantizando que las inhabilidades establecidas por orden superior y legal, no sean violadas flagrantemente. 

Se hace necesario establecer en esta iniciativa legislativa, que las entidades de la administración pública, cuando requieran la presentación de antecedentes judiciales acerca de un ciudadano en particular, deberán previa autorización escrita del mismo, solicitarlos directamente a la entidad correspondiente, dando cumplimiento a lo establecido  en  el  artículo  17  del  Decreto  2150  de  1995. 

No obstante es importante aclarar que en el PROYECTO DE LEY N 046 CAMARA- 184 SENADO PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA No. 46/10 CÁMARA “Por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de datos personales”, que fue aprobado por el Congreso de la Republica en diciembre de 2010, en el artículo  29 contiene  disposiciones sobre el Certificado Judicial que  corresponden con  el  Proyecto de ley 25 de 2010 Senado por el cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción. En ese sentido  vale la pena esperar a que tal Proyecto de ley estatutaria sea revisado por la Corte Constitucional, pues con la resolución 1161 del 17 de septiembre de 2010 se cubren las modificaciones realizadas en el primer debate surgido en la comisión primera de Senado de la República.  Restaría la modificación surgida en la plenaria de Senado de la Republica que de querer tratarse sería necesaria la toma de decisión por parte de la comisión si se trata o no  de ley estatutaria, que de ser el concepto positivo, habría que archivar el proyecto al no haberse debatido en una sola legislatura, y de ser negativo  podría seguir el trámite normal, convertirse en ley de la república y estaríamos legislando dos veces sobre un  mismo tema. De tal forma resulta pertinente esperar el concepto de la corte constitucional y posteriormente proponer las modificaciones necesarias a esta ley. Observemos el cuadro comparativo del  artículo 29 del Proyecto de ley Estatutaria N 046 Cámara- 184 Senado Proyecto de Ley Estatutaria No. 46/10 Cámara “Por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de datos personales” y el proyecto de ley Proyecto De Ley 25 De 2010 Senado “por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción, y las modificaciones surgidas entre cada debate.
	PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA N 046 CAMARA- 184 SENADO PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA No. 46/10 CÁMARA “Por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de datos personales”
	PROYECTO DE LEY

PROYECTO DE LEY 25 DE 2010 SENADO.
por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción


	TEXTO APROBADO POR LA COMSION PRIMERA DE SENADO PROYECTO DE LEY  NÚMERO 25 DE 2010 SENADO

por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción.


	TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 25 DE 2010 SENADO.
por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción.



	Artículo 29. Certificación de antecedentes judiciales. El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, o quien ejerza esta función, mantendrá y actualizará los registros delictivos y de identificación nacionales de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán remitirle las autoridades judiciales, conforme a la Constitución Política y la ley.

Al expedir certificados judiciales por petición ciudadana, el Departamento Administrativo de Seguridad o quien ejerza esta función, se abstendrá de incluir como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito.


	Artículo 1º. El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, mantendrá y actualizará los registros delictivos y de identificación nacionales de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán remitirle las autoridades judiciales, conforme a la Constitución Política y la ley.

Al expedir certificados judiciales por petición ciudadana, el Departamento Administrativo de Seguridad, se abstendrá de incluir como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito.


	Artículo 1º. El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, mantendrá y actualizará los registros delictivos y de identificación de los nacionales de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán remitirle las autoridades judiciales, conforme a la Constitución Política y la ley.


	Artículo 1°. El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, mantendrá y actualizará los registros delictivos y de identificación de los nacionales de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán remitirle las autoridades judiciales, conforme a la Constitución Política y la ley. 



	Parágrafo. Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, o de quien ejerza esta función en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia solo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos.
Parágrafo 2°. El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, o quien ejerza esta función, garantizará la disponibilidad de manera gratuita y permanente la información electrónica sobre el Certificado de Antecedentes Judiciales para ser consultados por el titular interesado o por terceros a través de la página web de la entidad y los mismos gozarán de plena validez y legitimidad.
Parágrafo 3°. El certificado judicial expedido a solicitud de los peticionarios de sus propios registros, no será válido en aquellos cargos donde se requiera la carencia total de antecedentes.

En este caso, cuando las entidades de la Administración Pública requieran la presentación de los antecedentes judiciales, deberán dar cumplimiento estricto a lo señalado en el artículo 17 del Decreto 2150 de 1995 o la norma que la modifique, complemente, adicione o aclare.


	Artículo 2°. Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia solo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos, así:

a) A los peticionarios de sus propios registros, mediante la expedición del Certificado Judicial, en el que no se reportarán como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito.

b) A los funcionarios judiciales y organismos con facultades de Policía Judicial, que por razón o con ocasión de sus funciones, adelanten investigación, referente a la persona de quien la solicitan, previo requerimiento escrito.


	Artículo 2°. Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia solo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos, así:

a) A los peticionarios de sus propios registros, mediante la expedición del Certificado Judicial, en el que no se reportarán como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito;

b) A los funcionarios judiciales y organismos con facultades de Policía Judicial, que por razón o con ocasión de sus funciones, adelanten investigación, referente a la persona de quien la solicitan, previo requerimiento escrito;

c) Cuando las entidades de la Administración Pública requieran la presentación de los antecedentes judiciales, deberán dar cumplimiento estricto a lo señalado en el artículo 17 del Decreto 2150 de 1995. 


	Artículo 2°. Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia solo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos, así: 

a) A los peticionarios de sus propios registros, mediante la expedición del certificado judicial, en el que no se reportarán como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito, excepto en las penas cumplidas o prescritas por delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales cuya víctima sea un niño, niña o adolescente;
b) A los funcionarios judiciales y organismos con facultades de Policía Judicial, que por razón o con ocasión de sus funciones, adelanten investigación, referente a la persona de quien la solicita, previo requerimiento escrito;

c) Cuando las entidades de la Administración Pública requieran la presentación de los antecedentes judiciales, deberán dar cumplimiento estricto a lo señalado en el artículo 17 del Decreto número 2150 de 1995;

d) A las instituciones educativas públicas o privadas, entidades prestadoras de servicios sociales, empresas prestadoras de salud, instituciones de atención adscritas del ICBF, para fines de selección de personal, únicamente en lo relativo a delitos donde la víctima hayan sido niños, niñas y adolescentes.



	
	
	Parágrafo 1°. El Certificado Judicial expedido a solicitud de los peticionarios de sus propios registros, no será válido para documentar o acreditar la inscripción como candidato a cargos de elección popular, ni para ser elegido, ni para ser designado como servidor público, ni para celebrar personalmente o por interpuesta persona contratos con el Estado.


	Parágrafo 1°. El certificado judicial expedido a solicitud de los peticionarios de sus propios registros, no será válido para documentar o acreditar la inscripción como candidato a cargos de elección popular, ni para ser elegido, ni para ser designado como servidor público, ni para celebrar personalmente o por interpuesta persona contratos con el Estado. 



	
	Parágrafo. El manejo indebido de la información suministrada, causará las sanciones previstas en la ley.


	Parágrafo 2°. El manejo indebido de la información suministrada, causará las sanciones previstas en la ley.


	Parágrafo 2°. El manejo indebido de la información suministrada, causará las sanciones previstas en la ley. 



	
	Artículo 3º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.


	Artículo 3º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.


	Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.




Conclusión 

De conformidad con lo establecido en las anteriores consideraciones se observa a todas luces que una cosa es el deber de llevar el registro y la actualización de la información y otra bien diferente que esta se haga pública en el certificado judicial cuando se haya dado el cumplimiento de la condena o la prescripción de la pena, lo que no significa que el antecedente deba ser eliminado o cancelado, pues resulta valioso para las autoridades judiciales y para la inscripción de cargos de elección popular, la designación como servidores públicos y la celebración de contratos con el Estado.
 Pero también resulta indispensable garantizar el respeto a los derechos al buen nombre y al habeas data de los ciudadanos colombianos que una vez prescrito o cumplida la condena, desean gozar de empleos dignos, desean dejar de ser estigmatizados y sentirse nuevamente parte de la sociedad.
No obstante este proyecto de ley sustancialmente ya fue aprobado por el congreso y como ley estatutaria y está en revisión en la Corte Constitucional, de tal suerte que por economía legislativa, es prudente el archivo de la iniciativa.
PROPOSICIÓN

Por las anteriores consideraciones, me permito  solicitar a los Representantes de la Comisión Primera Constitucional,  negar y archivar  el Proyecto de Ley No. 254 de 2011 Cámara - 025 de 2010 Senado “Por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción”.
Cordialmente,

CARLOS EDUARDO HERNANDEZ MOGOLLON
Representante a la Cámara

Ponente

